GASTOS MUNICIPALES: EL JOLGORIO CONTINUA
… CON LA PLATA DE LOS CONTRIBUYENTES

   La palabra “jolgorio” tiene numerosos significados, de los cuales para interpretar este texto se pueden tomar algunos de los siguientes: festín donde se come y se bebe mucho, orgía, barullo con gran ruido y confusión, desorden, embrollo, parranda, confusión, desasosiego, contienda, riña, fiesta, enredo, etc.
   Las siguientes reflexiones pretenden llamar la atención de un proceso preocupante que vienen soportando los contribuyentes del municipio local, que en forma confusa y desordenada (y en muchos casos inconcientemente), tienen que afrontar crecientes obligaciones con el fisco (no sólo municipal, sino también provincial y nacional).
   A los negativos efectos generados por las políticas concentradoras y excluyentes que se aplican desde hace más de 30 años en la Argentina, causantes del enriquecimiento de unos pocos pero también de los problemas de muchos, por la falta de empleo genuino y de calidad, por la creciente inseguridad, por la exclusión y la marginalidad social (pobreza, indigencia, etc); se suman sobre los sectores mayoritarios de la población las cargas tributarias regresivas que caracterizan a las políticas fiscales de los diferentes gobiernos. Esto significa el enorme contrasentido de que quienes menos tienen y menos ganan, son los que proporcionalmente más deben pagar al fisco.
   Para permitir la fenomenal transferencia de recursos hacia los sectores más concentrados del poder local e internacional, el Estado nacional se endeudó con el exterior, privatizó parte de su sistema jubilatorio (perdiendo a sus aportantes más rentables) y mantuvo una estructura impositiva altamente regresiva. Eso lo llevó a una situación deficitaria sostenida, que lo obligaba a buscar compensarla por otras vías, entre ellas, quitarles recursos a los Estados provinciales, y transferirles servicios sin su correspondiente financiamiento.
   Así, a nivel nacional, desde comienzos de los años ’90, asistimos a un peligroso avance de la Nación sobre los recursos genuinos de las provincias y los municipios, en violación del régimen federal de gobierno y de la legislación de fondo vigente. Con la presión de Menem y Cavallo, y con la complicidad de la mayoría de los gobernadores (incluyendo a los de nuestra provincia), Entre Ríos dejó de percibir en esa década alrededor de dos mil millones de pesos (equivalentes a dólares), cifra superior a la deuda que tenía la provincia a fines de 1999. El problema se agravó luego del 2002, cuando la deuda en pesos de nuestra provincia se multiplicó como consecuencia de la devaluación.
   En síntesis, hoy el Estado nacional se queda automáticamente con casi el 80% del total de los fondos que recauda, recibiendo las provincias algo más del 20 % restante (aunque luego el Ejecutivo nacional les realiza transferencias en forma discrecional, en función del grado de obsecuencia observado por cada gobernador). Pero mucho más grave aún se presenta el panorama, si se considera que casi todos los servicios públicos están a cargo de los Estados provinciales y municipales (educación, salud, seguridad, justicia, rutas, caminos vecinales, alumbrado público, limpieza, agua potable, saneamiento, etc).
   No obstante, ni el gobierno provincial ni el municipal son concientes de esta situación, y manejan las finanzas públicas en forma irresponsable y discrecional, como si los recursos fueran, por un lado, infinitos, y por el otro, de su exclusiva propiedad privada. Se observa, por ejemplo, que desde fines de la década del 80, los gastos en la provincia crecieron en forma desmesurada, en especial en el rubro Personal (producto de un manejo clientelar de la administración pública), lo mismo que en los últimos tres años en nuestro municipio.
   A su vez, también el Estado provincial descargó parte del problema sobre las municipalidades, quitándoles recursos que recibían de la coparticipación. Lo hizo el gobernador Busti en 1996, cuando las municipalidades dejaron de recibir el 24 % del Impuesto sobre los Ingresos Brutos; transformando ese porcentaje en una suma fija e inmodificable, que se fue deteriorando junto con la inflación. Eso recién cambiaría el 1º de julio del año pasado, pero el porcentaje que recibían antes las municipalidades bajó significativamente al 9 %, con subas semestrales graduales del 1 %, hasta llegar a comienzos del año 2007 al tope máximo del 12 % (en definitiva, se llegará a la mitad del porcentaje que existía en el año 1996). 
   En ese escenario, observamos que el ciudadano de Paraná tiene que hacer frente al pago (directo o indirecto) de los impuestos nacionales, que son altamente regresivos, y de los cuales recibe poco y nada a cambio. También tiene que hacer frente a los elevados y regresivos impuestos provinciales, por los servicios cada vez más precarios y deficientes que recibe. Y como si eso fuera poco, se suma la presión tributaria municipal, que viene aumentando sin una justificación adecuada, y que amenaza con seguir subiendo en el futuro (si nadie hace nada y se acepta pasivamente ese atropello).
   A pesar de todo lo que fue perdiendo la Municipalidad de Paraná desde la década del 90 hasta la fecha, por efecto de las políticas neoliberales, pero también por la decisión política de los gobiernos nacional y provincial que avalaron el saqueo centralista; hubo en los últimos años un notable incremento de los ingresos comunales, lo que torna más inexplicable aún el creciente déficit generado por la actual gestión.
   Por ejemplo, en los dos primeros años del actual intendente, los ingresos corrientes subieron un 36 %, pero los gastos corrientes subieron el 61 %. Eso llevó a que el superávit económico de diez millones y medio de pesos que había en el año 2003, se transformara en un déficit económico de tres millones y medio en el año 2005. Y considerando ingresos y gastos totales, el déficit del año pasado llegó casi a los 21 millones de pesos. 
   ¿Por qué razón los gastos corrientes subieron un 70 % más que los ingresos corrientes en sólo dos años? Analizando las cifras oficiales, observamos que el rubro más importante es el de Personal, que en ese período se incrementó más del 71 %, pasando de 48,8 millones de pesos, a 83,8 millones. 
   La pregunta es, ¿la suba del 71 % en el gasto de Personal (del 2003 al 2005) refleja un aumento similar en las remuneraciones percibidas por los trabajadores? De ninguna manera. El aumento de los sueldos es sólo una parte de ese 71 % (alrededor de la mitad), pero no explica el resto. La respuesta la encontramos en otros dos factores. Por un lado, la cantidad total de personal de la municipalidad, que en el período analizado pasó de 3.586 a 4.375 personas (es decir, para fines del año 2005 había casi 800 personas más dependiendo del municipio). Y por el otro, en la gran cantidad de recategorizaciones que dispuso en forma discrecional el intendente municipal, lo que va acompañado siempre del consiguiente incremento del sueldo a percibir.
   El problema no se detuvo en el 2005, ya que en el Presupuesto original para el año 2006, el rubro Personal aumenta a los 89 millones de pesos, pero ahora está a punto de aprobarse una actualización de ese monto, que llevará la cifra final de este año a los 105 millones de pesos. Y en el Presupuesto girado al Concejo Deliberante para el año 2007 sigue el jolgorio, ya que la cantidad que se destina al rubro Personal alcanza la suma de 117 millones de pesos. Esto significa que el gasto en Personal para el último año de la gestión actual (año electoral), representa una cifra superior en el 143 % a la existente en el año 2003.
   Por el lado de los ingresos, a la mencionada tendencia de la pérdida de recursos genuinos del municipio a favor de la provincia y de la nación, el problema se agrava por el alto porcentaje de contribuyentes morosos que mantiene esta gestión, y que representa casi el 40 % del padrón total. El hecho de que en forma periódica se implemente moratorias con beneficios para quienes se acogen, hace que los contribuyentes que pagan en tiempo y forma son los que más se perjudican (lo que juega como una señal a favor de los morosos).
   ¿Qué hace entonces el Ejecutivo municipal frente a este panorama? ¿Reclama al gobierno provincial y nacional, y pelea por lo que le corresponde a los paranaenses?  ¿Evita continuar con el manejo discrecional y clientelar, de aumentar la cantidad de empleados municipales y de recategorizar a gusto del partido gobernante?  ¿Intenta cobrar la deuda a los contribuyentes morosos, y hacer una gestión recaudadora más eficaz y ordenada? Nada de eso. Su solución es intentar achicar el déficit aumentando las tasas municipales a los contribuyentes más cumplidores, aunque con eso agrave la situación económica y social de los paranaenses. El hilo se corta por lo más delgado…
   El panorama que se acaba de presentar preanuncia no sólo el sostenimiento del aumento dispuesto este año en las tasas, sino el peligro de nuevos incrementos. Eso, en la medida que los paranaenses no se decidan a terminar con ese desmanejo, a reclamar por sus legítimos derechos, y a exigir a los gobernantes un cambio urgente en su comportamiento que considera a los fondos públicos como botines de guerra que dilapidan a su antojo.
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